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RESUMEN 

 

El presente trabajo de análisis trata sobre: “Es causal de descalificación de la 

Escuela Técnico Policial, el hecho de que un postulante o cadete sea papa”; para 

nadie es un secreto que en más de una ocasión en las escuelas de formación 

castrense, policial y militar, tanto las alumnas como alumnos, antes de culminar sus 

estudios, terminan embarazadas en caso de damas o siendo papas en caso de 

varones, e incluso niegan ser padres, para poder postular a dichas instituciones, frente 

a ello me he trazado como objetivo: Explica si el hecho de que un postulante o 

cadete, quede descalificado por ser padre, afecta el libre desarrollo de la personalidad, 

se empleó el Material y Método: Una ficha de análisis de documentos, analizando una 

muestra consistente en un expediente N° 01126-2012-PA/TC del tribunal constitucional 

usando el Método Básico – Descriptivo Explicativo, cuyo diseño no es experimental 

es post facto habiendo tenido como resultados que no resulta razonable ni 

proporcional la exigencia de que el cadete no tenga la condición de padre al momento 

de postular, pues ello afecta el derecho al libre desenvolvimiento de la personalidad, el 

cual se funda en el principio fundamental de la dignidad de la persona; conforme lo ha 

establecido el propio Tribunal Constitucional en la STC Nro. 05527-2008-HAC/TC, 

Resultando: Fundada la demanda y ordena que el demandante continúe con sus 

estudios en la Escuela de Suboficiales de la Policía Nacional del Perú  y llegando 

arribar como conclusión: Que el hecho de que un cadete sea padre, no puede limitar 

o restringir su derecho a la educación, por lo que cualquier norma que se ocupe de 

tipificar a la paternidad como causal de infracción o falta grave, vulnera derechos los 

derechos fundamentales a la educación, a la igualdad y al libre desarrollo de la 

personalidad.  

 

Palabras Claves: Escuela Técnico Superior de la Policía Nacional del Perú, Cadete, 

Falta grave, Derechos fundamentales. 
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CAPITULO I 

 

INTRODUCCIÓN. 

 

Es una muy buena opción para la juventud de hoy en día, pertenecer a la Gloriosa 

Policía Nacional del Perú, pues ello conlleva a tener una formación conforme a las 

normas internas del Estado y en especial el Respeto a la Constitución Política del 

Perú, el PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA en la presente investigación que  me he 

trazado son las siguientes interrogantes ¿El hecho de que un postulante o cadete, 

quede descalificado por ser padre, afecta el libre desarrollo de la personalidad?, ¿El 

hecho de impedir que un cadete o postulante ingrese a una escuela técnico policial, 

por el hecho de ser papá afecta su derecho a la Educación e Igualdad ante la Ley?, 

¿Es considerada falta grave o se convierte en demérito para continuar con los estudios 

de formación técnico policial, el ser padre?. 

En nuestro país, existen ANTECEDENTES que: en entidades castrenses del Estado, 

llámese la Escuelas de Formación Superior y Técnico Superior, muchas alumnas han 

sido dado de baja, por el solo hecho de haber quedado embarazadas, en plena 

formación castrense, lo mismo se ha suscitado cuando se ha detectado que alumnos, 

también llegar a ser padres en plena formación, siguiendo la misma suerte de ser 

dados de bajo, no obstante a ello ya el Tribunal Constitucional ha emitido 

pronunciamiento al respecto en la STC. Nro. 05527-2008-HC/TC al indicar que: “(…) el 

embarazo de una alumna, cadete o estudiante no es un hecho que pueda limitar o 

restringir su derecho a la educación, y de manera muy similar ha emitido 

pronunciamiento con relación al alumno que llega a ser padre en plena formación 

castrense, pues pretender sancionar con baja por el hecho ser padre o madre, es 

vulnerar derechos fundamentales como el libre desenvolvimiento de la personalidad, el 

derecho a la educación e igualdad ante la Ley. 

Es de RELEVANTE IMPORTANCIA, las interrogantes planteadas, las mismas que 

tendrán que ser respondidas en el presente trabajo, pues existe mucho 

desconocimiento con relación a este tema, por parte de las entidades castrenses y de 

la Policía Nacional de Perú. 

Por estas RAZONES es necesario dejar establecido, con parámetros sólidos, los 

problemas antes planteados a fin de poder tener claro cuáles son los derechos que se 

vulneraría el hecho de dar de baja a una alumna o alumno por su condición de ser 

padres. 
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Por lo que el OBJETIVO a explicar, será si el hecho de que un postulante o cadete, 

quede descalificado por ser padre, afecta el libre desarrollo de la personalidad; si el 

hecho de impedir que un cadete o postulante ingrese a una escuela técnico policial, 

por el hecho de ser papá afecta su derecho a la Educación e Igualdad ante la Ley y; Si 

es considerado falta grave o se convierte en demérito para continuar con los estudios 

de formación técnico policial, el ser papá. 
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CAPITULO II 

 

2.1. MARCO TEÓRICO REFERENCIAL. 

 

2.1.1. Antecedentes de la investigación. 

 

En más de una ocasión se han visto vulnerado derechos fundamentales de 

los cadetes varones o mujeres de los Centros de Formación Técnico 

Superior y Superior de la Policía Nacional del Perú, pues el hecho de que 

un alumno o alumna, llegue a ser padre o madre en plena formación 

superior, era considerado falta grave, lo cual era motivo más que suficiente 

para que sea dado de baja por medida disciplinaria, frente a ello el Tribunal 

Constitucional en el Exp. Nro. 00007-2006-PI/TC ha indicado que: “El libre 

desenvolvimiento de la personalidad constituye un derecho fundamental 

innominado o implícito que se deriva o funda en el principio fundamental de 

la dignidad de la persona (arts. 1 y 3, Constitución). En efecto, la 

valoración de la persona como centro del Estado y de la Sociedad, como 

ser moral con capacidad de autodeterminación, implica que deba estar 

bien garantizado la libre manifestación de tal capacidad a través de su libre 

actuación general en la sociedad”. Entendiéndose por libre determinación 

la capacidad que tiene una persona, para poder traer al mundo a un hijo o 

no; así también en un caso muy similar el Tribunal Constitucional se ha 

pronunciado en la STC Nro. 05527-2008-HC/TC al señalar que: “(…) el 

embarazo de una alumna cadete o estudiante no es un hecho que pueda 

limitar o restringir su derecho a la educación. Por ello, ningún manual o 

reglamento interno de ningún colegio, instituto, universidad o escuela 

pública o privada, puede, ni explícitamente, ni implícitamente, tipificar como 

infracción, falta o causal de mala conducta, el embarazo de una alumna, 

estudiante o cadete. Dicho de otro modo, ninguna autoridad pública o 

particular puede impedirle a una mujer estudiar normalmente por su estado 

de embarazo”. 
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2.1.2. Definiciones teóricas.  

 

2.1.2.1. Potestad sancionadora en la Administración Pública.  

Las administraciones públicas son competentes para determinar la comisión 

de infracciones administrativas y, sujetas al respectivo procedimiento 

administrativo, imponer las consecuentes sanciones a los administrados 

infractores, conforme a lo indicado en el artículo 229° de la Ley N° 27444 – 

Ley de Procedimiento Administrativo General («LPAG»).  

Sobre la potestad sancionadora del Estado, César Rubio señala: “La 

potestad sancionadora del Estado es la facultad que posee la Administración 

Pública para aplicar sanciones y/o gravámenes a los administrados ante el 

incumplimiento o desobediencia de las normas y decisiones del Estado; 

conductas u omisiones establecidas previamente como ilícitos. Dicha 

potestad tiene como fundamento principal el poder coercitivo del Estado 

para hacer cumplir sus normas y disposiciones”. (RUBIO. 2013, pàg. 234-

235). 

Se debe entender al procedimiento administrativo sancionador como “el 

conjunto concatenado de actos que deben seguirse para imponer una 

sanción administrativa. Dicho procedimiento tiende, fundamentalmente a 

cumplir dos objetivos. En primer lugar, constituye un mecanismo de 

corrección de la actividad administrativa, desde que permite al órgano con 

potestad sancionadora comprobar fehacientemente si se ha cometido algún 

ilícito; en segundo término, alegando y probando lo que le resulte favorable y 

controlado, a la par, la actuación inquisitiva de la Administración”. (MORÒN. 

2014. pàg. 743) 

Por su parte, el Tribunal Constitucional en relación con la potestad de dictar 

sanciones administrativas ha señalado: “(…) el objeto del procedimiento 

administrativo sancionador es investigar y, de ser el caso, sancionar 

supuestas infracciones cometidas como consecuencia de una conducta 

ilegal por parte de los administrados. Si bien la potestad de dictar sanciones 

administrativas al igual que la potestad de imponer sanciones penales, 

derivan del ius puniendi del Estado, no pueden equipararse ambas, dado 

que no sólo las sanciones penales son distintas a las administrativas, sino 

que los fines en cada caso son distintos (reeducación y reinserción social en 

el caso de las sanciones penales y represiva en el caso de las 
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administrativas). A ello hay que agregar que en el caso del derecho 

administrativo sancionador, la intervención jurisdiccional es posterior, a 

través del proceso contencioso administrativo o del proceso de amparo, 

según corresponda”1. 

Asimismo, sobre el papel de la administración pública en materia 

sancionadora, el profesor Guzmán Napurì indica que: “(…) la Administración 

Pública debe servir como un filtro para reducir el nivel de conflictividad en la 

sociedad, resolviendo las controversias y permitiendo que solo aquellas que 

esta no puede resolver lleguen al Poder Judicial. Lo que ocurre es que el 

problema de la carga procesal del Poder Judicial se ha convertido en un 

asunto de Estado más que en un asunto que deba resolverse únicamente en 

el ámbito de aquel poder del Estado. (…) Sin embargo este papel que le 

toca desempeñar a la autoridad administrativa debe ser realizado de manera 

eficiente, teniendo en cuenta los derechos e intereses de los administrados, 

respetando los principios establecidos en la Ley del Procedimiento 

Administrativo General. Caso Contrario, el Poder Judicial tendría siempre 

que revisar lo resuelto por la entidad, situación en la cual el efecto liberador 

de la carga procesal se pierde”. (GUZMÁN. 2015. Pàg. 673-674)  

En ese sentido, el ejercicio de la potestad sancionadora corresponde a las 

autoridades administrativas a quienes les haya sido expresamente atribuida 

por disposición legal o reglamentaria, sin que pueda asumirla o delegarse en 

órgano distinto, de acuerdo a lo establecido en el artículo 231° de la LPAG.  

Los principios del procedimiento administrativo sancionador La LPAG 

establece que la Administración Pública debe observar obligatoriamente los 

principios de la potestad sancionadora administrativa, así como la estructura 

y garantías previstas para el procedimiento administrativo sancionador, 

razón por la cual los procedimientos especiales no podrán imponer 

condiciones menos favorables a los administrados. Así, la potestad 

sancionadora de todas las entidades está regida adicionalmente por los 

siguientes principios especiales: (i) legalidad; (ii) debido procedimiento; (iii) 

razonabilidad; (iv) tipicidad; (v) irretroactividad; (vi) concurso de infracciones; 

(vii) continuación de infracciones; (viii) causalidad; (ix) presunción de licitud; 

y (x) Non Bis In Idem; conforme a lo indicado en el artículo 230° de la LPAG. 

                                                             
1 El Tribunal Constitucional en el Fundamento N° 11 de la Sentencia recaída en el Expediente N° 01873-
2009-PA/TC, del 3 de setiembre de 2010 
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Sobre las garantías del procedimiento administrativo sancionador, Juan 

Carlos Morón señala: “A diferencia de las demás actividades de la 

Administración, la actividad sancionadora tiene un objetivo único: Ejercer la 

pretensión sancionadora del poder pública administrativo, mediante un 

procedimiento especial, donde el administrado tenga las suficientes 

garantías para el ejercicio de su defensa (…) ”(MORÒN. 2014. pàg. 741). 

2.1.2.2. La Ley en el tiempo Ley Nro. 28338 del Régimen Disciplinario 

de la Policía Nacional del Perú y la Legislación Actual Ley 29356. 

La Ley antes indicada (actualmente derogada) por la Ley Nro. 29356  tenía 

por finalidad establecer los principios éticos profesionales y de disciplina en 

el comportamiento del personal P.N.P. para lograr un servicio policial óptimo 

en beneficio de la persona, la sociedad y el Estado, que contribuya a elevar 

la imagen institucional. Y frente a conductas que contravengan la finalidad 

de la Ley antes indicadas, se establece un procedimiento administrativo 

disciplinario, en el cual se establecen las sanciones correspondientes, al 

presente caso en concreto, tenemos que: 

El artículo 37 desarrolla las clases de infracciones: 

Las infracciones se clasifican en leves, graves, muy graves, de acuerdo a la 

siguiente tipificación. 

37.3. Constituye Infracción Muy Grave: 

37.12. Presentar para trámites administrativos documentos y 

declaraciones juradas contrarias a la verdad. 

Por otro lado el artículo 133 del mismo cuerpo legal indica que: 

Los cadetes y alumnos de las Escuelas de Formación de la Policía Nacional 

del Perú serán sancionados con separación definitiva por medida 

disciplinaria de las Escuelas de Formación, en caso de cometer una o varias 

de las infracciones que se detallan a continuación: 

16. Haber logrado su ingreso a la Escuela de Formación  respectiva, 

presentando documentos o información falsa, o adulterando u 

omitiendo la información requerida. 
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Finalmente este Ley, no indicaba cuál o cuáles son los requisitos que debe 

presentar el postulante para obtener una plaza vacante en las escuelas 

policiales.  

Con relación a la Ley actual la Ley Nro. 29356 que viene a ser la Ley del 

Régimen Disciplinario del a Policía Nacional del Perú. 

La Ley actual no desarrolla en su artículo 74 que el Procedimiento para 

Infracciones Graves y Muy Graves, se inicie de oficio como si lo consideraba 

la Ley deroga Nro. 28338, al respecto con la actual Ley el Procedimiento 

Administrativo Disciplinario se da en los siguientes supuestos: 

a) Por iniciativa de los órganos disciplinarios respectivos. 

b) Como consecuencia de una denuncia  

c) Por orden superior escrita. 

Como se puede apreciar si bien la Ley actual no indica que puede iniciar un 

procedimiento de oficio, pues cabe la facultad que pueda hacerlo por 

iniciativa de los órganos disciplinarios respectivos, lo cual difiere con la Ley 

anterior. 

Así también la Ley Nro. 29356 no prevé como sanción de destitución de las 

Escuelas de Formación Superior y Técnico Superior, el hecho de ser madre 

o padre en plena formación castrense.  

2.1.2.3. El artículo 139 numeral 3 de la Constitución Política del Perú 

prescribe: 

Históricamente, el derecho al debido proceso es una institución que proviene 

del derecho anglosajón (due process of law) y, que faculta a toda persona a 

exigir del Estado un juzgamiento imparcial y justo, ante un juez responsable 

competente e independiente, pues el Estado no sólo está obligado a proveer 

la prestación jurisdiccional cuando se ejercitan los derechos de acción y 

contradicción sino proveerlas bajo determinadas garantías  que le aseguren 

tal juzgamiento imparcial y justo. Es decir, el derecho al debido proceso, la 

cual garantiza que la tramitación de un proceso, entendido en el sentido más 

lato sea llevada o a cabo de manera imparcial y ordenada, a fin de concluir 

en un resultado justo para las partes, por lo que  también se erige como 

límite para el órgano que dirime la controversia determinando 

necesariamente su labor, la observancia del derecho al debido proceso, 

resulta consagrada en el inciso 3 del artículo 139  de la Constitución, en el 
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que se establece los principios y derechos de la función jurisdiccional, es 

decir, garantiza al justiciable ante su pedido de tutela el deber del órgano 

jurisdiccional de observar el debido proceso y de impartir justicia dentro de 

los estándares mínimos establecidos por los instrumentos 

internacionales.(NOGUEIRA, 2008.p.20). 

El Estado tiene la obligación de proteger a toda persona que se ve lesionada 

en sus derechos y que acude a solicitarle justicia. Por lo tanto toda persona 

tiene derecho a la tutela jurisdiccional efectiva para el ejercicio o defensa de 

sus derechos o intereses con sujeción a un debido proceso y conceder 

tutela jurisdiccional a todo aquel que lo pide.  

Conforme a lo antes indicado se tiene que una de las Razones de la 

expedición de la Resolución Administrativa 297-2013 del Consejo Ejecutivo 

del Poder Judicial, es cuando no se llega a sentenciar al acusado por su 

ausencia, significaba la paralización de los procesos penales, lo cual ha 

ocasionado una serie de afectaciones al desarrollo de la debida 

administración de justicia y perjuicios a otras partes procesales, que se han 

visto imposibilitados de continuar con el proceso penal en curso quedando 

supeditado a la posterior situación del encausado, lo cual transgrede al 

principio de economía procesal, pues luego de haberse puesto en 

movimiento el aparato estatal de la administración de justicia, con todo lo 

que ello significa en términos de recursos logísticos y personal, el proceso 

no puede concluir como es debido, desprotección a las víctimas, dado que 

no podrán acceder a la reparación del daño, e impunidad por cuanto la 

prescripción puede surtir efectos durante la ausencia del acusado.  

2.1.2.4. El Principio de la Observancia al Debido Proceso y la Tutela 

Jurisdiccional. 

El Maestro Cubas Villanueva, señala que el debido proceso legal, es la 

institución del derecho Constitucional procesal que identifica a los principios 

y presupuestos procesales mínimos que deben reunir todo proceso 

jurisdiccional para asegurar al justiciable la certeza, justicia y legitimidad de 

un resultado, este se encuentra conformado por todas las garantías que 

estén en concordancia con el fin de dotar a una causa penal de los 

mecanismos que protejan a la persona sometida a ella. Así lo entiende el 

Tribunal Constitucional al sostener que “el debido proceso implica el respeto, 

dentro de todo proceso, de los derechos y garantías mínimas con que debe 
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contar todo justiciable, para que una causa pueda tramitarse y resolverse en 

justicia. Tal es el caso de los derechos al Juez natural, a la defensa, a la 

pluralidad de instancia, acceso a los recursos de probar, plazo razonable, 

etc. (CUBAS, 2003.p.65) 

Así también el maestro Sánchez Velarde, menciona que el debido proceso 

es “aquel que se realiza en observancia estricta de los principios y garantías 

constitucionales reflejadas en las previsiones normativas de la ley procesal: 

inicio del proceso, actos de investigación, actividad probatoria, las distintas 

diligencias judiciales, los mecanismo de impugnación, el respeto a los 

términos procesales, etc. (SANCHEZ, 2009p.87) 

Cabe precisar que el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva es un derecho 

de todas las personas a tener acceso al sistema judicial y a obtener del 

mismo una resolución fundada en derecho y por tanto motivada, el 

contenido de este derecho comprende: a.- El derecho al acceso a los 

Tribunales. b.- El derecho a obtener una sentencia fundada en derecho. c.- 

El derecho a la efectividad de las resoluciones judiciales. d.- El derecho a un 

recurso legalmente efectivo. 

2.1.2.5. Principio de la Supremacía Constitucional. 

El principio de la supremacía constitucional significa que el orden jurídico y 

político del Estado, está estructurado sobre la base del imperio de la 

Constitución que obliga por igual a todos, gobernantes y gobernados. Dentro 

del orden jurídico la Constitución ocupa el primer lugar, constituyéndose en 

la fuente y fundamento de toda otra norma jurídica, por lo que toda ley, 

decreto o resolución debe subordinarse a ella y no puede contrariarla. En el 

orden político se constituye en la fuente de legitimación del poder político, 

pues lleva implícita toda una filosofía que sirve de orientación no sólo a los 

gobernantes sino también a los gobernados. (ABAD, 2003.p.76) 

La Constitución, al determinar el modo y forma en que debe ser organizado 

el Estado y ejercido el poder político, se constituye en la Ley Fundamental 

del ordenamiento jurídico. Como ha definido el Tribunal Constitucional de 

España en su Sentencia Nro. STC-9/19812, “la Constitución es una norma; 

pero una norma cualitativamente distinta de las demás, por cuanto incorpora 

                                                             
2 Sentencia del Tribunal Constitucional Español, 9/1981. 5 de enero del año 1981 
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el sistema de valores esenciales que ha de construir el orden de convivencia 

política y de informar todo el ordenamiento jurídico”. 

En ese sentido la Constitución es la norma fundamental y fundamentadora 

de todo el orden jurídico, por lo que las disposiciones legales ordinarias, al 

derivarse de ella, no pueden contradecirla ni desconocer los valores, 

principios, derechos y garantías que ella consagra. De manera que, 

cualquier norma de menor jerarquía que sea contraria a la Constitución es 

nula y debe ser retirada del ordenamiento jurídico. 

2.1.2.6. El Control Difuso de la Constitución: 

El control difuso de la constitucionalidad de los actos de los órganos de 

autoridad es el más antiguo medio de control y, de manera notable, su 

utilización se halla ligado al criterio establecido en la sentencia dictada en 

Marbury, vs. Madison. “Se trata de un tipo de control que permite a cualquier 

juez, sin importar su fuero, defender la regularidad constitucional de la leyes. 

En otras palabras, todo juez debe, ante un caso concreto, inaplicar una ley 

inconstitucional y fallar mediante una sentencia con efectos relativos, es decir, 

vinculantes sólo para las partes en conflicto”.3 

Los “doctrinarios prácticos” de constitucionalismo norteamericano pusieron los 

cimientos de este control difuso años antes de 1803 en que se pronunció la 

sentencia de Marbury vs. Madison. Así por ejemplo Alexander HAMILTON, 

publicaba en 1788 lo siguiente: “…los tribunales han sido concebidos como un 

cuerpo intermedio entre el pueblo y la legislatura con la finalidad, entre otras 

varias, de mantener esta última dentro de los límites asignados a su autoridad. 

La interpretación de las leyes es propia peculiarmente de la incumbencia de los 

tribunales…” (HAMILTON, 1957.p.332) 

En otras de sus publicaciones este clásico del ensayo político, al reflexionar 

sobre la competencia de la judicatura federal, destaca como primer punto los 

casos que surjan con motivo de las leyes; hace notar, en vía de ejemplo, que la 

Constitución establece una serie de restricciones a las legislaturas locales, pero 

que observa que: “Ningún hombre de sentido común será capaz de creer que 

tales prohibiciones se respetarían escrupulosamente si el gobierno carece de 

poderes efectivos para impedir y sancionar infracciones que se cometan. Estos 

                                                             
3 Los tribunales constitucionales y la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2da edición. 
México, Suprema Corte de Justicia de la Nación 2006. Pág. 44. 
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poderes deben consistir en un veto directo sobre las leyes de los Estados o en 

la potestad conferida a los tribunales federales de hacer a un lado aquellas que 

contravengan de modo manifiesto los artículos de la Unión”.4 

Como se ve, cuando en 1803 se resolvió el asunto Marbury, ya flotaba en el 

ambiente teórico la idea de que el control de la constitucionalidad de los actos 

legislativos correspondía a los jueces, pero no cabe duda de que la sentencia 

de la Suprema Corte de Justicia a que venimos aludiendo, sentando sus reales 

en el derecho positivo, sirvió de disparador al control difuso de la 

constitucionalidad que desde entonces se volvió pan cotidiano en el ámbito 

jurídico de los Estados Unidos de Norteamérica, de donde ha sido exportado a 

muchos países, principalmente a los de Latinoamérica.  

2.1.2.7.  Artículo VI del Título Preliminar del Código Procesal 

Constitucional. 

El artículo en comento prescribe que: “Cuando exista incompatibilidad entre 

una norma constitucional y otra de inferior jerarquía, el Juez debe preferir la 

primera, siempre que ello sea relevante para resolver la controversia y no sea 

posible obtener una interpretación conforme a la Constitución. 

Los Jueces no pueden dejar de aplicar una norma cuya constitucionalidad haya 

sido confirmada en un proceso de inconstitucionalidad o en un proceso de 

acción popular. 

Los Jueces interpretan y aplican las leyes o toda norma con rango de ley y los 

reglamentos según los preceptos y principios constitucionales, conforme a la 

interpretación de los mismos que resulte de las resoluciones dictadas por el 

Tribunal Constitucional” 

Ahora bien, el primer párrafo de este artículo no es sino producto de un 

principio ya expresado por el Código Procesal Constitucional en el artículo II de 

su Título Preliminar. Se trata del principio de supremacía de la Constitución 

sobre las demás normas del ordenamiento jurídico, lo cual es posible debido a 

que la Constitución es norma jurídica fundamental que se ha formulado según 

                                                             
4 HAMINTON, Alexander, el federalista, 2da edición. México, Fondo de Cultura Económica. 
1957. Pág. 338. 
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un principio de rigidez constitucional.39  Y no viene a ser más que la 

manifestación del llamado control difuso de la constitucionalidad de las leyes 

que, para el caso peruano, viene recogido en el texto constitucional: “en todo 

proceso, de existir incompatibilidad entre una norma constitucional y una norma 

legal, los jueces prefieren la primera”. (Artículo 138 de la Constitución Política 

del Perú).  

Repárese en el hecho de que acertadamente el artículo bajo comentario lleva 

hasta sus últimas consecuencias el principio de suprema de la Constitución, al 

disponer no sólo  que la Constitución está por encima de la Ley como lo hace el 

texto constitucional, sino al disponer en buena cuenta que la Constitución está 

por encima de todas las demás normas del ordenamiento jurídico ( y otra de 

inferior jerarquía, como dice el texto legal) y, precisamente por esto, frente a 

una incompatibilidad sustancial o formal de alguna de estas normas con la 

Constitución, el juez deberá preferir ésta. Se trata, como bien ha apuntado el 

Tribunal Constitucional, de un mecanismo para preservar el principio de 

supremacía constitucional y, en general, el principio de jerarquía de las 

normas.40 

Preferir la Constitución frente a una norma que la vulnera significa resolver el 

caso que tiene a cargo el juez inaplicando la norma inconstitucional. Esta 

significación no viene a ser más que una de las características que definen el 

llamado control difuso o judicial review. Las otras características, como se 

sabe, de este sistema  de control son el ser incidental, es decir, requerir que 

exista un litigio concreto que esté siendo conocido por el juez; el ser difuso y 

esta atribuido, por tanto a todos los jueces del órgano judicial, por 

contraposición al control concentrado atribuido exclusivamente al Tribunal 

Constitucional; y el que la declaración de inconstitucionalidad de la norma 

tenga efectos sólo para las partes intervinientes en el caso que resuelve el 

juez. 

El tribunal Constitucional ha tenido oportunidad de manifestarse acerca de este 

tipo de control  de la constitucionalidad, y ha dicho que, el control difuso de la 

constitucionalidad de las normas constituye un poder del juez que el artículo 

138 de la Constitución habilita en cuanto mecanismo para preservar el principio 

                                                             
39 BRYCE, James.  Sobre el Principió de rigidez en las Constituciones. Centro de Estudios Constitucionales. 
Madrid. 1988 Pág. 26. 
40 EXP. Nro. 2502-2005-PHC/TC, de fecha mayo del año 2005.  f. j. 14.  
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de supremacía constitucional y, en general, el principio de jerarquía de las 

normas enunciado en el artículo 51 de nuestra norma fundamental. El control 

difuso es un acto complejo en la medida en que significa preterir la aplicación 

de una norma cuya validez, en principio, resulta beneficiada de la presunción 

de la legitimidad de las normas del Estado.41 

2.1.2.8. Mecanismo de protección de los derechos fundamentales. 

Salvo dentro de un mundo ideal, no se puede concebir una sociedad sin la 

existencia de conflictos de intereses o en la superposición de derechos, sea 

entre particulares o con el Estado, estos es porque las normas sustantivas 

reguladoras de todas nuestras conductas pueden ser violentadas por el actuar 

de otro ciudadano o del Estado. En tal sentido, surge la opción de, o bien 

aplicar un medio de defensa de auto aplicación, u optar por otro mecanismo de 

defensa denominado de heterocomposición, es decir, o que cada uno aplique 

de la manera más correcta la justicia como la entienda, o busque a un tercero 

(por ejemplo el Estado, como un tercero imparcial a este conflicto de intereses), 

quien pueda dirimir esa controversia o lucha de intereses. Es en dicho contexto 

donde surgen la institución de los mecanismos de protección de los derechos, 

cuales se encuentran reguladas en su actuar, bajo las normas del derecho 

procesal, bien sea para cautelar una posible amenaza de algún derecho o 

protegerlos frente a su posible conculcación que genere algún tipo 

irreparabilidad, o en todo caso, resarcir el daño causado y es que “una de las 

características esenciales de toda sociedad organizada es la reglamentación 

de la facultad de desatar los conflictos entre las personas o de reparar lesiones 

y sancionar los ilícitos, con base a dos principios: restricción de tal facultad al 

Estado y la determinación de normas para su ejercicio” . (ECHANDIA. 2002, 

pág. 39) 

Es así que los mecanismos de protección de los derechos estarán contenidos 

dentro de aquella rama del derecho procesal donde se fijen el procedimiento 

que han de seguir para la actuación del derecho positivo en casos concretos, 

para buscar la solución de un conflicto, la sanción de un hecho ilícito, su 

defensa contra las posibles repeticiones, actos homólogos y así encontrar la 

satisfacción coactiva del derecho y es que “gracias al derecho procesal se 

elimina la justicia privada, que es barbarie, y el Estado puede obtener y 

                                                             
41 EXP. Nro. 1383-2001-AA/TC, de fecha 15 de agosto del 2002. F.j. 16.  
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garantizar la armonía y la paz social. Sin aquel serían imposibles estas, porque 

las normas jurídicas que conforman el derecho positivo son por esencia 

violables y por tanto también los derechos y las obligaciones de que ella 

emanan, de manera que es indispensable el derecho procesal para regular los 

efectos de esas violaciones y la manera de restablecer los derechos y las 

situaciones jurídicas vulneradas. Por esta razón, el derecho sustancial sería 

inocuo sin el procedimiento legal para su tutela y restablecimiento y no se 

concibe un derecho subjetivo sin la acción para originar el proceso mediante el 

cual se pueda conseguir su amparo y su satisfacción”. Así, a pesar de ser 

titulares de derechos con reconocimiento legal y/o constitucional, aquellos no 

infiere de manera necesaria que siempre puedan ser válidamente ejercidos o 

respetados por terceros, que si bien aquello sería considerarlo como un ideal 

utópico que buscará siempre todo Estado de Derecho, lo cierto es que los 

mismos pueden ser vulnerados por el actuar de cualquier persona, por ello es 

que surgen los mecanismos de protección de los derechos como medios 

necesarios de protección de los derechos ya positivizados y los consagrados 

tanto en la Constitución Política o los Tratados Internacionales. (ECHANDIA. 

2002, pág. 40) 

2.1.2.9. Ámbito de protección de los derechos fundamentales. 

Los mecanismos de protección de los derechos, no están destinados sólo a 

proteger a aquellos derechos que se encuentra consagrados como normas 

principios en la Constitución Política del país, sino también, de todos aquellos 

que se encuentren positivizados como fundamentales o no, en cualquier norma 

legal que forme parte de nuestro ordenamiento jurídico nacional o que esté 

integrado al denominado bloque constitucional.5  Sin distinción de rango o 

antigüedad, como también de los derechos humanos, reconocidos en los 

tratados internacionales, los cuales son parte vigente de nuestro ordenamiento 

jurídico, siempre y cuando hayan sido ratificados por el Estado Peruano.  

Sin embargo, el hecho de determinar su ámbito de protección, no implica 

desatender la plena vigencia en su ejercicio, así bajo ese mismo criterio 

Bustamante señala que “un tema tan o más importante que determinar si los 

derechos humanos o fundamentales se reconocen o se constituyen por su 

positivización, es el relacionado con su real o efectiva vigencia. No se requiere 

                                                             
5 STC Peruano 0046-2004- AI f.j. 3 a 7 
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apuntar razones para comprender que no sirve de mucho el reconocimiento 

positivo de un derecho humano o fundamental si no llega a tener vigencia real 

o efectiva en la sociedad”. (BUSTAMANTE. 2001, pàg. 83) 

En efecto, si dichas normas sustantivas a pesar de estar positivizadas, no 

tienen eficacia real o no se posibilita su real eficacia, no tendrá sentido 

implementar mecanismos de protección a efectos de evitar una posible 

vulneración, sin embargo, otro supuesto sería si la vigencia efectiva de los 

mismos se ve imposibilitada por el actuar de un tercero, incluido el Estado, es 

ahí donde surge la justificación de los mecanismos de protección de los 

derechos, a fin de evitar que dichas normas positivizadas no tenga sólo la 

apariencia de tal, frente alguna vulneración o amenaza de vulneración, sino 

que las mimas puedan ser debidamente valoradas y respetadas en el plano 

real, es en atención a estos mecanismos de protección, que se conlleva que 

dicha positivización no funja simplemente de una norma aparente derechos, 

sino de una norma eficaz que garantiza derechos a través de estos medios de 

defensa. 

2.1.2.10. La observancia del derecho constitucionalmente protegido.-  

Por ello la necesaria labor de todo juez constitucional que, antes de admitir a 

trámite una demanda constitucional (en este caso de amparo), deba de 

observar prima facie un contenido constitucionalmente protegido a efectos que 

pueda ser admitida a trámite valederamente dicha petición constitucional, 

llamémosle así, a modo de comparación, en una suerte de “verosimilitud de 

derecho invocado” en clara alusión a uno de los presupuestos procesales de 

una providencia cautelar, para así finalmente en un pronunciamiento de fondo 

(sentencia) se disponga la certeza del derecho, determinándose finalmente si 

esa “apariencia de contenido constitucionalmente protegido” es realmente 

configurada luego de procedida la contestación de demanda y por realizado los 

alegatos de informe oral antes de emitirse sentencia de primera instancia, esto 

es, determinarse primigeniamente la disposición del derecho constitucional 

alegado de vulneración, la extracción de normas constitucional de dicho 

derecho fundamental las cuales servirán prima facie de evidencia de contenido 

constitucionalmente protegido, para finalmente dichas normas ius 

fundamentales, sean determinadas como posiciones iusfundamentales, estos 

es, que acrediten y evidencien finalmente el contenido constitucionalmente 

protegido del derecho alegado de vulneración o amenaza de vulneración, 
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mediante la aplicación, claro está, del examen de proporcionalidad, 

entendiéndose claro está que no toda norma de derecho fundamental podrá 

llegar a ser considerada como posición iusfundamental. (ALEXI. 2008, pàg. 

240) 

2.1.2.11. El proceso de amparo. 

El Proceso de Amparo es una acción de garantía constitucional que tiene por 

finalidad asegurar a los habitantes el goce efectivo de sus derechos 

constitucionales protegiéndolos de toda restricción o amaneza ilegal o arbitraria 

por órganos estatales o de otros particulares, con excepción de las libertades 

amparadas por el Hàbeas Corpus y el Hàbeas Data. (CALDERON.2007,pàg. 

39) 

 

Por otro lado, al proceso constitucional de amparo se lo ha conocido como 

proceso de tutela de urgencia, pues (…) ante la necesidad de tutelar el derecho 

antes de que este devenga en irreparable el proceso de amparo se constituye 

en un proceso de tutela de urgencia. De ahí que solo se recurra a èl ante la 

ausencia de otros instrumentos procesales que resuelvan de manera eficaz la 

pretensión propuesta en la respectiva demanda6.  

 

- Finalidad.- Cuando se trata de los procesos constitucionales de habeas 

corpus, amparo y habeas data, en efecto como el propio Código lo indica, el 

objeto o la finalidad es proteger los derechos constitucionales que se 

materializa en la reposición de las cosas al estado anterior a la violación o 

amenaza de violación del derecho constitucional invocado según el proceso 

que se lo protege. Cuando se interpone el proceso de cumplimiento el objeto 

es otro: que el funcionario o público cumpla con su deber de acatar un mandato 

legal o un acto administrativo.7 

 

- Procedencia.- Su procedencia se encuentra regulada en el artículo 200 inc. 2 

de la Constitución Política del Perú que prescribe: “…que procede ante el 

hecho u omisión, por parte de cualquier autoridad, funcionario o persona, que 

vulnera o amenaza los demás derechos reconocidos por la Constitución, no 

                                                             
6 STC. Exp. Nro. 6720-2005-PA/TC, f.j.3. 
7 Código Procesal Constitucional Comentado, Homenaje a Domingo García Belaunde. Editorial Adrus, 
S.R.L. Perú 2009. Pàg. 92. 
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procede contra normas legales, ni contra resoluciones judiciales emanadas de 

procedimiento regular. 

 

2.1.2.12. Residualidad del Proceso de Amparo. 

La residualidad puede ser definida desde un ámbito negativo y desde otro 

positivo. Su definición en sentido negativo implica que el justiciable no puede 

acudir al amparo para solicitar la defensa de sus derechos fundamentales si es 

que en la vía ordinaria hay otro recurso o proceso que proteja igualmente los 

derechos constitucionales invocados. Por su parte la definición residual en 

sentido positivo implica dos situaciones: la primera que solo podrá acudirse al 

amparo cuando ya se haya acudido a la vía ordinaria y, la segunda que el 

justiciable, podrá acudir al amparo cuando no se haya previsto un medio o 

recurso judicial que tenga por objeto tutelar, con la misma idoneidad, los 

derechos involucrados al amparo como un derecho fundamental, cuya 

regulación constitucional no recoge limitación alguna y, evidentemente, la 

residualidad se constituye como un límite al acceso del amparo. Todos los 

derechos fundamentales son susceptibles de protección por los derechos 

constitucionales, mientras que la residualidad plantea que sean los jueces 

constitucionales quienes decidan qué derechos constitucionales pueden ser 

tutelados por el amparo y cuales por la vía ordinaria. De ello podemos concluir 

que el amparo se ha convertido en un proceso de tutela de urgencia; a pesar 

de que el texto constitucional no lo haya previsto así como propósito inicial, es 

decir el amparo se constituía como último medio de protección de derechos 

constitucionales.8 

 
De ahí que el Tribunal Constitucional, en la sentencia recaída en el Exp. Nro. 

0206-2005. PA/TC f.j.6 indica que el juez constitucional está obligado a analizar 

caso por caso, si es que existe otra vía igualmente satisfactoria o idónea para 

lograr la protección del derecho invocado; o en todo caso, está obligado a 

analizar si es que el caso reúne condiciones o situaciones especiales que 

requieran la tutela urgente del amparo. 

 
2.1.2.13. Agotamiento de las vías previas excepciones. 

Si revisamos el artículo 200 numeral 2 de la Constitución podemos afirmar que 

recorrer la vía previa administrativa no es un requisito legítimamente exigible si 

se trata de una carga para el administrado y un privilegio para la 

                                                             
8 Guìa Rapida. Proceso de Amparo. Editorial el Búo. E.I.R.L. 2008. Pàg. 88. 
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administración. Así se debe entender que el agotamiento de la vìa previa es un 

derecho para el administrado, pues de otro modo, podrá obtener la protección 

a su derecho antes de acudir al órgano jurisdiccional. 

Conforme lo establecido en el artículo 5 numeral 4) del Código Procesal 

Constitucional, el amparo es improcedente cuando “No se hayan agotado las 

vías previas, salvo en los casos previstos por este Código y en el proceso de 

hàbeas corpus. Sostiene el profesor (ABAD. 2004. pág. 235). (…) en el 

ordenamiento jurídico peruano el concepto de vías previas puede comprender 

a todos los procedimientos y recursos que el demandante debe agotar antes de 

acudir a la vía de amparo. Este concepto amplio de vías previas permitirá 

incluir dentro de ellas, tanto a la vìa administrativa, a los procedimientos 

regulados en las relaciones privadas como, incluso a los recursos judiciales 

que deben agotarse antes de acudir al amparo contra una decisión judicial (…). 

Sin embargo, la excepciones, se encuentran contempladas en el artículo 46 del 

Código Procesal Constitucional, que señala que no será exigible el 

agotamiento de la vía previa si: 

1. Una resolución, que no sea la última en la vìa administrativa, es ejecutada 

antes de que venciera el plazo para que quede consentida. 

2. Por el agotamiento de la vía previa la agresión pudiera convertirse en 

irreparable. 

3. La vía previa no se encuentra regulada o ha sido iniciada innecesariamente 

por el afectado. 

4. No se resuelve la vìa previa en los plazos fijados para su resolución. 

Esta lista de excepciones no es taxativa, sino enunciativa, dejándose abierta la 

posibilidad a demás excepciones que puedan constituirse en tales por no 

atender a criterios de idoneidad y eficacia de la vía administrativa. 

2.1.2.14. Sobre la sentencia de primera y segunda instancia, una 

apreciación personal. 

Conforme se ha podido apreciar de la sentencia materia de análisis el Juez de 

primera instancia declaro infundada la demanda, por considerar que el actor 

mintió en su declaración jurada, puesto que luego de rechazar que conocía a la 

madre del menor y desconoció su firma y huella dactilar de la Partida de 

Nacimiento de su hijo, modifico su opinión y dijo que la madre de la menor era 

su amiga y que las firmas y huellas dactilares en la partida si eran suyas. Con 

ello se estaría demostrando que la partida de nacimiento es auténtica, y que no 
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puede invalidarse unilateralmente por el actor, debiendo cuestionarla en un 

trámite judicial. Hasta que ello no sucede, tal partida es un documento válido 

que debe ser tomado como tal. Por consiguiente, no se habrían vulnerado los 

derechos fundamentales del actor, en segunda instancia, la Sala Superior 

revoca la resolución apelada y la declara improcedente, por considerar que es 

la vía contencioso administrativo el medio idóneo para cuestionar actos en los 

que se exijan actuaciones probatorias. 

Al respecto una apreciación personal, es que el juez de primera instancia, en 

todo momento fundo su decisión en que la partida de nacimiento del hijo del 

actor, era verdadera; considero que ello no era relevante en el presente 

proceso, pues lo que se cuestiono era que el actor al momento de postular 

firmo una declaración jurada indicado que no era padre, y posteriormente si lo 

reconoció; y que si bien se encontraba inmerso en falta grave, pues la sanción 

de destitución o debió ser por su calidad de padre, sino por haber presentado 

información falsa, lo cual no se dio en el presente caso Y; finalmente el 

superior en grado al considerar que la vía del proceso contencioso 

administrativo es la vía idónea, no tuvo en cuenta que en ese momento se 

vulneraban derechos fundamentales, los cuales no necesitaban mayor estación 

probatoria que los ofrecidos por las partes, tanto en la demanda, como en la 

contestación de la demanda, más aún si nos encontrábamos frente a un 

derecho innominado del libre desenvolvimiento de la personalidad.  

 

2.1.3. Definiciones conceptuales. 

➢ Alumno. Son los varones y damas que se encuentran en periodo de 

formación en las escuelas de Suboficiales de la P.N.P. a nivel nacional. 

➢ Acto Administrativo. Es toda manifestación o declaración de un poder 

público en el ejercicio de potestades administrativas, mediante el que 

impone su voluntad sobre los derechos, libertades o intereses de otros 

sujetos públicos o privados y que queda bajo el control de la jurisdicción 

contencioso - administrativa. 

➢ Dignidad humana.- Derecho que tiene cada ser humano, de ser 

respetado y valorado como ser individual y social, con sus 

características y condiciones particulares, por el solo hecho de ser 

persona. 

➢ Discriminación.- Es toda aquella acción u omisión realizada por 
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personas, grupos o instituciones, que produce y reproduce, haciendo 

una marcada diferenciación sin importar la condición. 

➢ Escuela Técnico Superior PNP: Centro de formación castrense, 

orientado a formar futuros efectivos policiales. 

➢ Igualdad ante la Ley: es el que establece que todos los seres humanos 

son iguales ante la ley, sin que existan privilegios ni prerrogativas de 

sangre o títulos nobiliarios. Es un principio esencial de la democracia 

➢ Infracciones. Son las acciones u omisiones, debidamente tipificadas, 

que son contrarias a las normas de Disciplina y aquellas que perjudican 

los Actos de Servicio. 

➢ Medio probatorio.- Instrumento típico o atípico que sirve para acreditar 

algo y que para que tenga validez, su fuente tiene que ser legal. 

➢ Paternidad.- Relación que existe entre un padre, masculino y sus hijos, 

normalmente se refiere a los hijos biológicos. 

➢ Pase a la situación de retiro. Es la sanción que se impone al personal 

de la P.N.P. por la comisión de infracciones muy graves. Implica la 

separación definitiva de la P.N.P. del infractor. 

➢ Presunción de inocencia.-  Principio jurídico penal que establece la 

inocencia de la persona como regla en tanto no se pruebe lo contrario. 

➢ Proceso de Amparo.- Medio de control de constitucionalidad de los 

actos emitidos con motivo del ejercicio de poder previsto por el 

ordenamiento jurídico. 

➢ Régimen disciplinario PNP.- Tiene por objeto de establecer las 

normas y procedimientos disciplinarios destinados a prevenir, 

regular y sancionar las infracciones en las que incurre el 

personal de la Policía Nacional del Perú, en cumplimiento de 

sus funciones relacionadas con la ética, la disciplina, el 

servicio policial y la imagen institucional,  con sujeción al 

ordenamiento constitucional,  las leyes y los reglamentos que 

los norman. 
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2.2. OBJETIVOS. 

 

2.2.1. OBJETIVO GENERAL. 

 

- Explicar  si el hecho de que un postulante o cadete, quede descalificado por ser 

padre, afecta el libre desarrollo de la personalidad. 

 

2.2.2. OBJETIVOS ESPECÌFICOS. 

 

- Explicar si el hecho de impedir que un cadete o postulante ingrese a una escuela 

técnico policial, por el hecho de ser afecta su derecho a la Educación e Igualdad 

ante la Ley. 

 

- Explicar si es considerado falta grave o se convierte en demérito para continuar 

con los estudios de formación técnico policial, el ser papá. 

 

2.3. VARIABLES. 

 

- Variable dependiente:  

Descalificación de la escuela técnico policial. 

 

- Variable independiente:  

Postulante o cadete de la Policía Nacional siendo padre. 

 

2.3.1. INDICADORES DE LAS VARIABLES. 

 

- De la variable independiente: 

Igualdad ante la Ley. 
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Derecho a la educación. 

 

- De la variable dependiente: 

Inconstitucionalidad del Reglamento. 

Restringe derechos fundamentales. 

 

 

2.4. SUPUESTOS. 

 

Supuesto General. 

- Si afecta su derecho al libre desenvolvimiento de la personalidad, en el cual se 

encuentra comprendido el derecho a ser padre 

 

Supuestos específicos. 

- Si afecta su derecho a la educación, pues por el hecho de ser padres, pueden 

ser discriminados en el desarrollo de su actividad formativa, disponiendo su 

retiro de la Escuela Técnico Superior. 

- Si es considerado falta grave y se convierte en demérito el hecho de ser padre, 

cuando se está cursando estudios Técnico Superior policial, o el haber negado 

ser padre al momento de postular. 
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CAPITULO III 

 

Metodología 

 

3.1. MÉTODO DE INVESTIGACIÓN. 

 

La   presente   investigación   se enmarca   dentro   del   nivel   de 

investigación DESCRIPTIVA EXPLICATIVO de tipo socio-jurídico.  

 

3.2. MUESTRA. 

 

La muestra de estudio estuvo constituida por la Sentencia recaída por el 

Tribunal Constitucional en el Expediente Nº 01126-2012-PA/TC. 

 

3.3. TÉCNICAS E INSTRUMENTOS DE RECOLECCIÓN DE DATOS. 

 

Las técnicas a utilizarse en el presente trabajo de investigación son las que a 

continuación se detallan: 

 

ANÁLISIS DOCUMENTAL, con esta técnica se obtendrá la información en la 

Sentencia recaída por el Tribunal Constitucional en el Expediente Nº 01126-

2012-PA/TC.  

Ley N° 28338 – Régimen Disciplinario de la PNP 

Ley N° 29356 – Nuevo Régimen Disciplinario de la PNP 

    

 

3.4. PROCEDIMIENTO DE RECOLECCIÓN DE DATOS. 

 

Para la recolección de datos se realizó las siguientes actividades: 

 

1. Se realizó el análisis de la Sentencia recaída por el Tribunal 

Constitucional en el Expediente Nº 01126-2012-PA/TC. 

2. Se procedió posteriormente a la elaboración de los resultados 

encontrados. 

3. La recolección estuvo a cargo del autor del método de caso. 
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4. El procesamiento de la información se realizó mediante el uso de la 

Constitución Política del Perú (1993), Código Procesal Constitucional, Ley 

Nro. 28338 Régimen Disciplinario de la Policial Nacional del Perú. 

 

3.1. VALIDEZ Y CONFIABILIDAD DEL ESTUDIO. 

 

Los instrumentos utilizados no fueron sometidos a validez y confiabilidad, por 

tratarse de instrumentos documentarios, exentos de mediciones y por tratarse 

de una investigación de tipo descriptivo con respecto a la Sentencia del 

Tribunal Constitucional recaída en el Expediente Nro. 01126-2012-PA/TC; que 

por tratarse de una sentencia del máximo órgano jurisdiccional en materia 

constitucional, no se puede dudar de la confiabilidad de los datos extraídos de 

la misma. 

  

3.2. PLAN DE ANÁLISIS, RIGOR Y ÉTICA. 

 

En todo momento de la ejecución del trabajo, se aplicó los principios de la ética 

en la investigación, tomando en cuenta que el análisis es de una sentencia del 

Tribunal Constitucional que está a disposición del público en general. 
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CAPÍTULO IV 

Resultados 

 

Con respecto al análisis de la Sentencia recaída por el Tribunal Constitucional en el 

Expediente Nº 01126-2012-PA/TC, se tiene los siguientes resultados. 

 

1. El presente caso se ha podido obtener como resultados que en la Ley Nro. 

28338 Régimen Disciplinario de la Policía Nacional del Perú, no se 

encuentra regulado como falta grave o que sea demerito, el ser padre o 

madre una vez que haya ingresado el alumno o alumna. 

2. Es considerado infracción muy grave, haber ingresado a la Escuela de 

formación respectiva presentando documentos o información falsa, o 

adulterando u omitiendo la información requerida. 

3. El embarazo de una alumna o la condición padre de familia de un alumno 

no puede restringir su derecho a estudiar en un centro de formación 

castrense. 

4. El derecho a la prueba es un derecho complejo cuyo contenido, de acuerdo 

con lo señalado anteriormente por el Tribunal Constitucional (STC 6712-

2005/HC/TC, fundamento 15), está determinado: (...) por el derecho a 

ofrecer medios probatorios que se consideren necesarios, a que estos sean 

admitidos,  adecuadamente actuados, que se asegure la producción o 

conservación de la prueba  a partir de la actuación anticipada de los medios 

probatorios y que éstos sean  valorados de manera adecuada y con la 

motivación debida, con el fin de darle el mérito probatorio que tenga en la 

sentencia". La valoración de la prueba debe estar debidamente motivada 

por escrito, con la finalidad de que el justiciable pueda comprobar si dicho 

mérito ha sido efectiva y adecuadamente realizado. 

5. De modo que, conforme a las disposiciones precitadas, presentar 

documentos o declaraciones juradas contrarias a la verdad constituye una 

falta muy grave, lo que en el caso de autos se habría configurado con la 

presentación de la declaración jurada que corre a f. 76. Sin embargo, la Ley 

Nro. 28338 no establece cuál o cuáles son los requisitos que deben 

presentarse para postular a una vacante en las escuelas policiales. 

6. El desenvolvimiento de la personalidad constituye la prohibición del Estado 

de intervenir en esta esfera o adjudicar consecuencias a los actos o 



26 
 

conductas que en ese ámbito impenetrable tienen lugar. En tal sentido, las, 

conductas que se encuentran bajo el ámbito de protección del derecho al 

libre desenvolvimiento "constituyen ámbitos de libertad sustraídos a 

cualquier intervención estatal que no sean razonables ni proporcionales 

para, la salvaguarda y efectividad del sistema de valores que la misma 

Constitución consagra (STC Nro. 2868-2004-AA/TC, fundamento 14, quinto 

párrafo). 

7. Por ello el Estado debe abstenerse de intervenir o evitar que su 

intervención afecte el libre desenvolvimiento de la personalidad e incluso el 

proyecto de vida de un ciudadano. En este contexto, resulta oportuno 

precisar que la decisión de un hombre y una mujer de traer al mundo una 

nueva vida humana es una de aquellas opciones que se encuentran 

protegidas por el derecho al libre desenvolvimiento de la personalidad, que 

no puede ser objeto de injerencia por autoridad pública o por particular 

alguno. Consecuentemente, todas aquellas medidas que tiendan a impedir 

o a hacer màs gravoso el ejercicio de la mencionada opción vital, resultan 

inconstitucionales. 

8. Y es que así como el embarazo de una alumna, cadete o estudiante no es 

un hecho que pueda limitar o restringir su derecho a la educación, ello 

tampoco puede afectar a quien es padre de un niño o niña. Por ello, ningún 

manual o reglamento interno de ningún colegio, instituto, universidad o 

escuela pública o privada puede, ni explícita ni implícitamente, tipificar 

como infracción, falta o causal de mala conducta, el embarazo de una 

alumna, estudiante o cadete. Dicho de otro modo, ninguna autoridad 

pública o particular puede impedirle a una mujer estudiar normalmente por 

encontrarse en estado o por ser madre, ni tampoco impedírselo a quien es 

padre de un niño o niña. 
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CAPÍTULO V 

Discusión 

 

1. No se encuentra tipificado como falta grave en la Ley Nro. 28338 Régimen 

Disciplinario de la Policía Nacional del Perú, que una alumna llegue a estar 

embarazada o que un alumno llegue a ser padre, en plena formación 

Técnico Superior. 

2. El Tribunal Constitucional ha indicado que en el presente caso materia de 

análisis presentar documentos o declaraciones juradas contrarias a la 

verdad, constituye falta muy grave, lo que en el caso de autos se habría 

configurado. 

3. El tribunal Constitucional como máximo intérprete de la constitucionalidad 

ha señalado que el embarazo de una alumna o que un alumno llegue a ser 

padre, puede restringir su derecho a estudiar normalmente, hacer lo 

contrario sería vulnerar derechos fundamentales 

4. Los medios probatorios ofrecidos por las partes deben ser analizados de 

manera conjunta, de tal manera que no se vulnere su derecho a la defensa 

y al contradictorio, ello implica que el órgano sancionador, tenga que 

fundamentar su decisión en base a las pruebas aportadas por las partes. 
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CAPÍTULO VI 

Conclusiones  

 

1. Constituye vulneración al libre desarrollo de la personalidad, el hecho de 

que un cadete quede descalificado por ser padre de familia, pues el 

máximo intérprete de la constitucionalidad  en la sentencia materia de 

análisis, ha señalado que dentro del libre desarrollo de la personalidad, se 

encuentra comprendido el derecho a ser padre, consiguientemente ningún 

entidad de formación superior, como en este caso la Escuela Técnica 

Superior de la PNP, debe intervenir o evitar que su intervención afecte el 

libre desenvolvimiento de la personalidad e incluso el proyecto de vida de 

un ciudadano, en el presente caso de un alumno de la Escuela Técnica 

Superior de la Policìa Nacional del Perú de Reque – Chiclayo. 

2. El restringir a un postulante, obtener una vacante como Suboficial de la 

Policía Nacional del Perú, por su condición de ser papá afecta su derecho 

fundamental a la educación y el de igualdad ante la Ley, pues esta 

condición no puede impedir que el alumno pueda estudiar con normalidad, 

muy por el contrario considero que sería un motivo más de superación por 

parte del alumno, para alcanzar su objetivo. 

3. Si bien en la Ley Nro. 28338 Régimen Disciplinario de la Policía Nacional 

del Perú, no se considera falta grave o demérito el hecho de que un alumno 

sea padre, pues si es causal de separación, cuando la institución castrense, 

detecta que, el alumno tiene un hijo y, este ha sabiendas firmo una 

declaración jurada de no tener hijo, para poder obtener una vacante. 
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CAPÍTULO VII 

Recomendaciones 

 

1. Se debe exhortar a la entidades castrenses del Estado, que se abstengan 

de descalificar a aquellos alumnos que estando en plena formación Técnico 

Superior, llegar a ser padres, pues pretender sancionar a este alumno por 

hecho de ser padre, atenta su proyecto de vida, el derecho a su libre 

desarrollo de la personalidad. 

2. Es recomendable que las entidades castrenses de las Escuelas Técnico 

Superior, brinden las facilidades para que el alumno madre o padre pueda 

desenvolver con normalidad en su formación, y de esa manera no se afecte 

su derecho a la educación. 

3. Se debe exhortar que las entidades Técnico Superiores de la Policía 

Nacional del Perú, no condicionen como requisito para poder obtener una 

vacante e ingresar a la escuela, no ser padre ni madre, pues ello sería 

discriminatorio y consiguientemente se vulneraría el derecho a la igualdad 

de oportunidades. 
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CAPÍTULO IX 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

ANEXOS 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 

ANEXO 1 

MATRIZ DE CONSISTENCIA 

MÉTODO DE CASO: ES CAUSAL DE DESCALIFICACIÓN DE LA ESCUELA TÈCNICO POLICIAL, EL HECHO DE QUE UN 

POSTULANTE O CADETE SEA PAPA, EXPEDIENTE Nº 01126-2012-PA/TC 

AUTOR: BRUNO RENZO CUESPAN LAULATE  

PROBLEMA GENERAL OBJETIVO GENERAL SUPUESTO GENERAL VARIABLES INDICADORES METODOLOGÍA 

¿El hecho de que un 

postulante o cadete, 

quede descalificado 

por ser padre, afecta el 

libre desarrollo de la 

personalidad? 

 

PROBLEMAS 

ESPECÌFICOS. 

- ¿El hecho de impedir 

que un cadete o 

postulante ingrese a 

una escuela técnico 

policial, por el hecho 

de ser papá afecta su 

Explica si el hecho de 

que un postulante o 

cadete, quede 

descalificado por ser 

padre, afecta el libre 

desarrollo de la 

personalidad. 

 
OBJETIVOS 

ESPECÍFICOS. 
- Explicar si el hecho 

de impedir que un 

cadete o postulante 

ingrese a una escuela 

técnico policial, por el 

hecho de ser papá 

Si afecta su derecho a 

al libre desarrollo de 

la personalidad, en el 

cual se encuentra 

comprendido el 

derecho a ser padre. 

SUPUESTOS 

ESPECÌFICOS. 

- Si afecta su derecho 

a la educación, pues 

por el hecho de ser 

padres, pueden ser 

discriminados en el 

desarrollo de su 

Variable 

independiente. 

Postulante o 

cadete de la 

Policía Nacional 

que sea padre. 

Variable 

dependiente: 

Descalificación de 

la escuela técnico 

policial. 

 

 

De la variable 

dependiente. 

-Inconstitucionalidad 

del Reglamento. 

-Restringe derechos 

fundamentales. 

 

De la variable 

independiente. 

. Igualdad ante la 

Ley. 

. Derecho a la 

educación 

TIPO DE 

INVESTIGACIÓN. 

Descriptivo  

 

DISEÑO. 

No experimental 

 

MUESTRA. 

Expediente. 

 

TECNICAS. 

Análisis 



 
 

derecho a la Educación 

y Igualdad ante la Ley? 

- ¿Es considerada falta 

grave o se convierte en 

demérito para 

continuar con los 

estudios de formación 

técnico policial, el ser 

papá? 

 

afecta su derecho a la 

Educación y Igualdad 

ante la Ley. 

- Explicar si es 

considerado falta grave 

o se convierte en 

demérito para continuar 

con los estudios de 

formación técnico 

policial, el ser papá. 

 

actividad formativa, 

disponiendo su retiro 

de la Escuela Técnico 

Superior. 

- Si es considerado 

falta grave y se 

convierte en demérito 

el hecho de ser padre, 

cuando se está 

cursando estudios 

Técnico Superior 

policial, o el haber 

negado ser padre al 

momento de postular. 

Documental 

 

INSTRUMENTOS 

Expediente. 
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